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«Poco tiempo después de
los atentados, las

aseguradoras intentaron
limitar su exposición

presentando junto con los
departamentos de seguros

de cada Estado una
redacción de póliza

modificada para incluir las
exclusiones de cobertura
por actos de terrorismo.

Por suerte, las
reaseguradoras no están

obligadas a presentar y
obtener la aprobación de
la redacción de contratos
de reaseguros y por tanto

pueden, sujetas a las
condiciones del mercado,

aplicar libremente el
lenguaje y la cobertura

que sus clientes acepten
por voluntad propia u

obligación.»

asegurada representa una condi-
ción precedente a la cobertura.
La disminución de viajes de ne-
gocios y el empeoramiento de la
economía tras los atentados, ha
supuesto sin duda una pérdida
económica importante y existen
varios pleitos pendientes para
solucionar este asunto y obtener
cobertura en las consiguientes
pólizas de pérdida de beneficio.

INTENTOS DE LAS 
ASEGURADORAS PARA 
LIMITAR O EXCLUIR 
LA COBERTURA

Poco tiempo después de los
atentados, las aseguradoras inten-
taron limitar su exposición pre-
sentando junto con los departa-
mentos de seguros de cada Estado
una redacción de póliza modifica-
da para incluir las exclusiones de
cobertura por actos de terrorismo.
Por suerte, las reaseguradoras no
están obligadas a presentar y obte-
ner la aprobación de la redacción
de contratos de reaseguros y por
tanto pueden, sujetas a las condi-
ciones del mercado, aplicar libre-
mente el lenguaje y la cobertura
que sus clientes acepten por vo-
luntad propia u obligación. 

Muchas aseguradoras utilizan
la oficina de servicio de seguros
Insurance Service Office, Inc
(ISO) como organización central
de diseño de pólizas y tasas, de
modo que la aprobación de una
póliza de ISO en un estado esta-
rá disponible para todos los
miembros de ISO. En noviembre
de 2001, ISO presentó formula-
rios de pólizas modificados en
todos los estados y jurisdiccio-
nes para excluir la cobertura de
terrorismo de propiedades co-
merciales y pólizas de responsa-
bilidad. La presentación fue pos-
teriormente modificada para

SITUACIÓN ANTERIOR
AL 11 DE SEPTIEMBRE
DE 2001

Cuando sucedieron los aten-
tados del 11 de septiembre de
2001, las exclusiones de riesgos
de guerra incluían vagas referen-
cias al terrorismo, aunque pocas
contenían cláusulas o definicio-
nes específicas y claras. Una pó-
liza típica de daños, a todo riesgo
o de lucro cesante, contenía una
exclusión de coberturas en los si-
guientes términos:

«Acción hostil o bélica en
tiempo de paz o de guerra, in-
cluidas acciones de impedimen-
to, combate o defensa contra un
ataque real, inminente o espera-
do (i) por un gobierno o poder
soberano (de jure o de facto) o
por una autoridad que se ocupe
o utilice fuerzas militares, nava-
les o aéreas; o (ii) por fuerzas mi-
litares, navales o aéreas; o (iii)
por un agente de dicho gobierno,
poder, autoridad o potencia.»

Se puede comprobar fácilmen-
te la dificultad de excluir las pérdi-
das ocasionadas por los atentados
del 11 de septiembre y la falta de
una responsabilidad anunciada
asumida sobre las mismas.

Por lo general, las pólizas de
Inland Marine excluyen la cober-
tura de:

«Todas las consecuencias de
operaciones hostiles o bélicas (se-
an o no con declaración de gue-
rra)» y excluye, asimismo, «las
consecuencias de una guerra ci-
vil, revolución, rebelión, insu-
rrección o conflictos civiles pro-
vocados por éstas, o de piratería».

Gran parte de estos elementos
estaban presentes el 11 de sep-
tiembre.

Las pólizas de lucro cesante
incluyen por lo general un requi-
sito por el que una pérdida por
daño físico de una propiedad



pérdidas brutas estimadas entre
USD 1.300 y 2.000 millones (EUR
1331,2 y 2048 millones). Una de
las preocupaciones de los esta-
dos que rechazan o que aún no
han aprobado la redacción de
una cláusula de exclusión de da-
ños, es que la definición de te-
rrorismo utilizada es demasiado
amplia y podría aplicarse a van-
dalismo y acciones derivadas
del odio o de los prejuicios. En
los cinco estados en los que las
aseguradoras no pueden excluir
el terrorismo, éstas se encuen-
tran en la posición nada envidia-
ble de tener que continuar ofre-
ciendo la cobertura a sus clien-
tes en unos términos brutos y
netos puesto que las reasegura-
doras han hecho un excelente
trabajo uniéndose en la exclu-
sión de dichos riesgos, adoptan-
do de forma general las defini-
ciones de cláusula de la NMA, o
similares. Esto ha llevado al pre-
sidente de la Asociación de Se-
guros de Nueva York a manifes-
tar que: «En Nueva York, todos
los negocios pueden obtener
una cobertura de seguro de ries-
gos terroristas, a excepción de
las compañías de seguros.»

Durante las sesiones de la
NAIC (National Association of In-
surance Commissioners, Asocia-
ción Nacional de Comisarios de
Seguros), compuesta por los en-
cargados de supervisar los segu-
ros en cada estado, para estudiar
las exclusiones de terrorismo

que la exclusión tuviera efecto
sólo si la pérdida por daños del
asegurado de USD 25 millones
(EUR 25,6 millones) o más, había
tenido lugar estando cubierto
por una póliza de daños materia-
les. En el caso de las pólizas para
riesgos comerciales, se establece
un umbral de daño físico grave a
50 o más personas para que pue-
da aplicarse la exclusión. Si se al-
canza dicho umbral, se aplica la
exclusión y no se ofrece cober-
tura por pérdida alguna. Los ac-
tos de terrorismo que afecten a
materiales nucleares, biológicos
o químicos se excluyen comple-
tamente dado que no se aplican
los umbrales y no se ofrece co-
bertura por pérdida alguna.

Adoptar una definición co-
mún de terrorismo es una de las
características clave de los tér-
minos de los contratos y, a ex-
cepción de Nueva York y Cali-
fornia, la mayoría de los estados
han aprobado los términos de
ISO para ramos comerciales. En
el momento de la redacción de
este artículo, Florida, Georgia y
Texas continúan deliberando.
Ningún estado ha aprobado, ni
aprobará, exclusión alguna so-
bre pólizas de seguros persona-
les. Igualmente, las asegurado-
ras de accidentes de trabajo no
han sido autorizadas para ex-
cluir el terrorismo y, por lo ge-
neral, no han podido obtener
una sobretasa de los organismos
estatales pese la existencia de

propuestas por ISO y por las
compañías, se adoptó una defini-
ción que deberá utilizarse como
guía para exclusiones de póliza
no cubiertas bajo ningún progra-
ma de reaseguros de terrorismo
federal. Esta definición dice así:

«Un acto, intencionadamente
peligroso o destructivo para la
vida humana, salud, propieda-
des tangibles o intangibles o in-
fraestructuras, llevado a cabo
por una persona o grupo de
personas que no sea un agente
de un estado soberano, sino
que actúe en nombre de una
organización con sede en un
país distinto a los Estados Uni-
dos, motivado por creencias
políticas, religiosas o sociales.»

Como suele ocurrir, esta de-
finición contiene elementos de
la cláusula de exclusión apro-
bada por ISO, aunque con sufi-
cientes variaciones para mante-
ner ocupados y ricos a aboga-
dos y asesores durante muchos
años venideros.

EL CRECIENTE 
RECONOCIMIENTO DE LAS
CONSECUENCIAS
ECONÓMICAS DE LA FALTA
DE COBERTURA DE
TERRORISMO POR
RIESGOS COMERCIALES

Tras los intentos iniciales, fa-
llidos, por obtener un programa
federal contra el terrorismo para
respaldar al sector de seguros,
un periodo de varios meses de
presión tranquila y de trabajo ha
generado una sensación reno-
vada de urgencia para alcanzar
una especie de red de seguridad
para el sector. A través de varias
agencias gubernamentales, el
Gobierno de Bush se ha conver-
tido en un creciente y poderoso
defensor de un programa fede-
ral como método para asegurar
que la recuperación económica
general no se detenga por la ne-
gativa de organizaciones crediti-
cias a financiar proyectos de
construcción y otros proyectos
inmobiliarios. Queda por ver el
éxito de esta acción.

Un informe de la GAO (Gene-
ral Accounting Office, Oficina
General Contable) publicado en
febrero de 2002, indicaba que los
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10.000 millones (EUR 10.240 millo-
nes) por encima de la cual el go-
bierno asumirá el 90% de las recla-
maciones. Dicho proyecto de ley
se encuentra estancado por dife-
rencias fundamentales entre de-
mócratas y republicanos relativas
a aspectos legales. Los republica-
nos, apoyados por el Gobierno de
Bush, intentan evitar la bonanza
de abogados por actos terroristas
mediante la prohibición de conce-
der indemnizaciones por daños
punitivos a las víctimas, limitar
otros daños no-económicos (do-
lor y sufrimiento, por ejemplo) y
poner un tope a los honorarios de
los abogados. Los demócratas se
oponen a estos puntos y he aquí el
callejón sin salida. 

Las expectativas de aproba-
ción se han debilitado durante el
pasado mes, debido a la publica-
ción de información conflictiva
sobre los efectos en la economía
y, a menos que tenga lugar otro
atentado terrorista o se produzca
un adelanto importante en las
principales áreas de desacuerdo,
en la actualidad es difícil prever
el modo en que el Senado podría
aprobar un proyecto de ley. Esto
deja al sector con un enorme
problema aunque de algún mo-
do este problema se desvanece
dado que las renovaciones de
pólizas de seguros se procesan
sin cobertura de terrorismo. Con
la prohibición de exclusiones en
Nueva York y California, posible-
mente los dos estados con mayor
probabilidad de verse afectados
por futuros atentados terroristas,
las aseguradoras permanecen
muy vulnerables.

Otro punto preocupante, y
para el que no se ha eliminado
la cobertura, es la adhesión, en
alrededor del 50% de los estados
y por un volumen de primas de
seguros de daños de aproxima-
damente el 70%, a los términos
de la póliza de incendios están-
dar. Esta póliza de uso extendi-
do contiene una cláusula de ex-
clusión de guerra que ha sido li-
bremente interpretada en los
tribunales. Por consiguiente, a
pesar de la exclusión de terro-
rismo, las aseguradoras de da-
ños podrían continuar en la po-
sición nada envidiable de creer
que excluían los actos terroris-
tas, sólo por pérdidas de incen-
dios, cuando, de hecho, no po-
dían hacer tal cosa. ■

LA SITUACIÓN DE LA
LEGISLACIÓN Y LAS
EXPECTATIVAS DE SU
APROBACIÓN

Una vez considerada, argu-
mentada y modificada la intensa
presión inicial del sector y
las numerosas y variadas pro-
puestas, la Cámara de Represen-
tantes aprobó un proyecto de
ley (H.R 3210) el 29 de noviem-
bre de 2001, el cual, si se pro-
mulga (cosa que no ocurrirá)
pasará a llamarse Ley de Protec-
ción de Riesgos de Terrorismo.

Dicho proyecto de ley ofrece
una fórmula compleja por una
garantía de préstamo de gobierno
federal a tres años que se
activará por uno de los dos de-
sencadenantes, bien por una pér-
dida retenida de seguros comer-
ciales en el total del sector de USD
1000 millones (EUR 1024 millo-
nes) o más, bien por USD 100 mi-
llones (EUR 102,4 millones) en
pérdidas de líneas comerciales de
una industria amplia y para cada
aseguradora afectada pérdidas
que sobrepasen el 10% del resulta-
do técnico y el 10% de primas ne-
tas suscritas de seguros comercia-
les. Los préstamos bajo el progra-
ma serán reembolsados por las
aseguradoras, probablemente co-
mo un recargo sobre las pólizas.

El sector no ha reaccionado de
forma favorable ante este pro-
yecto de ley, argumentando que
la fórmula es demasiado comple-
ja y manifestando que el límite de
los desencadenantes de activa-
ción es demasiado alto. No obs-
tante, al menos es un plan, aun-
que se encuentra en suspensión
puesto que el Senado debate y
considera la posibilidad de adop-
tar su propio plan o no adoptar
ninguno. En caso de que el Sena-
do apruebe un proyecto de ley, el
procedimiento continúa enton-
ces en una sesión conjunta entre
Cámara y Senado para obtener
los poderes necesarios para acep-
tar un proyecto de ley de com-
promiso que será devuelto a cada
cámara y, en caso de aprobación,
enviado al presidente para su fir-
ma y promulgación.

El proyecto de ley actual del
Senado que está siendo estudiado
desde finales de 2001, contempla
una retención del sector de USD

asegurados de las grandes áreas
metropolitanas estaban tenien-
do problemas para obtener co-
berturas por terrorismo o, cuan-
do existían, éstas eran inase-
quibles. Los proyectos de cons-
trucción y las operaciones de
grandes bienes inmuebles se
han retrasado y en algunos ca-
sos han sido cancelados. Las
aseguradoras han sido mucho
más selectivas a la hora de ofre-
cer cobertura de terrorismo, si
es que lo hacen, y, como res-
puesta, varias aseguradoras im-
portantes han comprado protec-
ción de reaseguro para cubrir al
menos una parte de sus respon-
sabilidades actuales.

Con un cambio gradual en
la exposición del peso del ries-
go hacia los asegurados, conti-
núa el informe, el informe de la
GAO reconocía que otros actos
terroristas importantes pueden
ocasionar un mayor impacto
en la economía que el produci-
do por los atentados del 11 de
septiembre, dado que el coste
económico caerá de forma más
pronunciada en los riesgos co-
merciales no cubiertos que
en las aseguradoras. Esta afir-
mación supone, por supuesto,
que dicho atentado tuviera lu-
gar tras la inclusión de las ex-
clusiones de terrorismo en la
renovación de la mayoría de las
pólizas actuales. Como conclu-
sión, la GAO indica que la ac-
ción del Congreso para implan-
tar un plan de terrorismo fede-
ral es «un asunto de política
pública propiamente dicho»
y que la falta de implanta-
ción de dicho plan podría tener
«consecuencias financieras gra-
ves para los negocios, sus em-
pleados, acreedores, proveedo-
res y clientes». El informe reco-
noce que el retraso en la
implantación de dicho plan
causará al gobierno problemas
si éste no actúa hasta que se
produzca un nuevo atentado,
dado que entonces dicho plan
sería «difícil de implantar rápi-
damente y extremadamente
costoso». Como ya hemos indi-
cado, este informe se publicó
en febrero y a finales de mayo
de 2002, la adopción de un plan
de reaseguro de terrorismo fe-
deral no parece estar mucho
más cercana.


